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Decisión.  Rechaza medida cautelar 

 

 

La apoderada de la parte demandante solicita en escrito separado1, el decreto de la medida cautelar 

de embargo de la Cuenta Corriente Nº 07400899-6 denominada “Fondos Comunes – Recursos 

Propios” que posee el Municipio de Amalfi en el Banco Davivienda; sin indicar algún fundamento 

normativo para ello. 

 

El artículo 599 del Código General del Proceso regula el embargo y secuestro previos en el proceso 

ejecutivo, disponiendo que el demandante puede pedir el embargo y secuestro de bienes desde la 

presentación de la demanda ejecutiva y frente al embargo de sumas de dinero depositadas en 

establecimientos bancarios, se debe aplicar lo dispuesto en el numeral 10 del artículo 593 del mismo 

código,  el cual establece: 

 

“ARTÍCULO 593. EMBARGOS. Para efectuar embargos se procederá así: 
 

10. El de sumas de dinero depositadas en establecimientos bancarios y similares, se 
comunicará a la correspondiente entidad como lo dispone el inciso primero del numeral 4, 
debiéndose señalar la cuantía máxima de la medida, que no podrá exceder del valor del crédito 
y las costas más un cincuenta por ciento (50%). Aquellos deberán constituir certificado del 
depósito y ponerlo a disposición del juez dentro de los tres (3) días siguientes al recibo de la 
comunicación; con la recepción del oficio queda consumado el embargo..(…)” 

 

Así mismo, el artículo 594 del Código General del Proceso regula lo referente a los bienes 

inembargables y con relación a las entidades territoriales, como la demandada en el presente asunto, 

se encuentran los siguientes: 

 

“ARTÍCULO 594. BIENES INEMBARGABLES. Además de los bienes inembargables 
señalados en la Constitución Política o en leyes especiales, no se podrán embargar: 

 
1. Los bienes, las rentas y recursos incorporados en el presupuesto general de la Nación o de 

las entidades territoriales, las cuentas del sistema general de participación, regalías y 
recursos de la seguridad social. 

(…) 
4. Los recursos municipales originados en transferencias de la Nación, salvo para el cobro de 
obligaciones derivadas de los contratos celebrados en desarrollo de las mismas. 
(…) 

                                                
1 Cuaderno Medida Cautelar – Folio 1. 



16. Las dos terceras partes de las rentas brutas de las entidades territoriales.” 
 

En consideración a la solicitud efectuada por la parte demandante, se advierte que el artículo 45 de 

la Ley 1551 de 2012 “Por la cual se dictan normas para modernizar la organización y el 

funcionamiento de los municipios” establece que en los procesos ejecutivos en que sea parte 

demandada un municipio solo se podrán decretar embargos una vez ejecutoriada la sentencia que 

ordena seguir adelante con la ejecución: 

 

“Artículo 45. No procedibilidad de medidas cautelares. La medida cautelar del embargo no aplicará 
sobre los recursos del sistema general de participaciones ni sobre los del sistema general de regalías, ni 
de las rentas propias de destinación específica para el gasto social de los Municipios en los procesos 
contenciosos adelantados en su contra. 

 
En los procesos ejecutivos en que sea parte demandada un municipio solo se podrá decretar 
embargos una vez ejecutoriada la sentencia que ordena seguir adelante con la ejecución. 

 
En ningún caso procederán embargos de sumas de dinero correspondientes a recaudos tributarios o de 
otra naturaleza que hagan particulares a favor de los municipios, antes de que estos hayan sido 
formalmente declarados y pagados por el responsable tributario correspondiente. 

 
Parágrafo. De todas formas, corresponde a los alcaldes asegurar el cumplimiento de las obligaciones a 
cargo del municipio, para lo cual deberán adoptar las medidas fiscales y presupuestales que se requieran 
para garantizar los derechos de los acreedores y cumplir con el principio de finanzas sanas.” (Resaltos y 
subrayas fuera del texto) 

 

 

Así mismo, el artículo primero del Código General del Proceso dispone que dicha normativa se encarga 

de regular la actividad procesal en los asuntos civiles, comerciales, de familia y agrarios; además, es 

aplicable a todos los asuntos de cualquier jurisdicción o especialidad y a las actuaciones de 

particulares y autoridades administrativas, cuando ejerzan funciones jurisdiccionales, en cuanto no 

estén regulados expresamente en otras leyes. 

 

Ahora bien, es cierto que en los procesos ejecutivos adelantados ante la Jurisdicción Contencioso 

Administrativa se debe aplicar en lo pertinente lo regulado en el Código General del Proceso (Ley 

1564 de 2012); sin embargo, se debe dar aplicación con preferencia a lo establecido en leyes 

especiales, en este caso, la Ley 1551 de 2012. Por lo cual, si bien el Código General del Proceso 

establece que el demandante puede pedir el embargo y secuestro de bienes desde la presentación 

de la demanda ejecutiva, la Ley 1551 de 2012 dispone que en los procesos ejecutivos adelantados 

en contra de los Municipios sólo se pueden decretar embargos hasta que se profiera la sentencia que 

ordena seguir adelante con la ejecución y la misma quede debidamente ejecutoriada; en 

consecuencia, antes de esta etapa procesal no es procedente decretar medidas cautelares de 

embargo en contra de los entes territoriales, teniendo en cuenta que solo se ha librado el 

mandamiento de pago, la entidad demandada aún no ha sido notificada para que ejerza su derecho 

de defensa y finalmente porque, es un principio general del derecho el consistente en que una norma 

de carácter especial prima sobre una norma de carácter general, como ocurre en el asunto objeto de 

análisis. 

 

Al respecto, la Corte Constitucional ha señalado que en aras de proteger el interés general sobre el 

particular el artículo 45 de la Ley 1551 de 2012 establece que las medidas cautelares de embargo en 

procesos ejecutivos en los cuales sea demandado un municipio, sólo proceden cuando quede 

ejecutoriada la sentencia que ordene seguir adelante con la ejecución, lo anterior como quiera que 



en esta etapa procesal el título ejecutivo ya no se encuentra en discusión y el ente territorial tuvo la 

posibilidad de agotar todos los mecanismos de defensa necesarios; así mismo, las medidas cautelares 

están instituidas para evitar que la parte demandada se insolvente, lo cual resulta absolutamente 

imposible en el caso de los Municipios toda vez que dichas entidades manejan recursos públicos que 

en la mayoría de los eventos tienen una destinación específica en beneficio de la población y 

adicionalmente, las obligaciones que se encuentren a cargo de ellos deben tener un rubro 

independiente y estar debidamente soportadas, y es por ello, que tanto la ley como la jurisprudencia 

realizan una diferenciación razonable entre el deudor particular y el deudor Municipio, ya que el 

embargo de los dineros públicos puede resultar perjudicial para la comunidad, lo cual es inadmisible 

en un Estado Social de Derecho como el nuestro en el cual prima el interés general sobre el individual; 

acerca del asunto en cuestión manifestó la Corte lo siguiente: 

 

“…es razonable que el embargo proceda luego de la ejecutoria de la sentencia que ordene seguir adelante 
con la ejecución, pues antes de esta etapa procesal no hay certeza sobre la exigibilidad de la misma, ya 
que el municipio puede presentar, en ejercicio de su derecho de defensa, las excepciones que pretenda 
hacer valer en el proceso ejecutivo. 
 (…) 
De otro lado, en relación con el segundo y tercer incisos demandados, encuentra la Sala Plena que su 
alcance no es el de restringir la posibilidad de embargar a los Municipios, tal como las razones de la 
acusación pretenden explicar, sino por el contrario estipula la mencionada posibilidad en condiciones 
específicas. En el caso del inciso segundo demandado se dispone que el decreto del embargo sobre el 
patrimonio de los Municipios en curso de los procesos ejecutivos en su contra, sólo es procedente en 
el momento en que se encuentre ejecutoriada la sentencia que ordena seguir adelante con 
la ejecución, es decir, en el momento del mencionado proceso ejecutivo en que ya no se 
admite controversia por parte del ejecutado.  
 (…) 
Por ello, tampoco la afirmación genérica del demandante según la cual se presenta un trato distinto al 
deudor Municipio respecto de su acreedor particular, está insuficientemente justificada. Lo anterior en 
razón a que, como se ha explicado ya varias veces, el deudor Municipio no puede insolventarse, 
mientras que el particular deudor sí. Por lo cual, el demandante debió explicar, para configurar un 
cargo de inconstitucionalidad en este punto, por qué en dicho contexto no es razonable que sobre el 
particular deudor la medida cautelar se adopte el inicio del proceso ejecutivo, y no después de la 
sentencia de ejecución. 
 (…) 
Sobre lo explicado podría pensarse que igualmente se trata de un trato desigual en la regulación del 
proceso ejecutivo, según si el deudor es el Municipio o un particular. Para la Sala no hay duda de que 
ello sea así, pero como lo ha detallado en múltiples ocasiones la jurisprudencia, no basta con detectar el 
trato normativo diferente, sino que hay que explicar por qué los aspectos, grupos o individuos 
comparados son comparables, para indagar sobre la justificación de la desigualdad. En el caso concreto 
está claro que no son comparables el Municipio deudor y el particular deudor. Pues, como se 
ha dicho a lo largo de la presente providencia, el primero no se puede insolventar. No es 
posible que una entidad territorial disponga de su presupuesto para despojarse de él, menos 
cuando los Municipios están obligados a crear rubros para el cumplimiento de sus 
obligaciones, y a su vez el procedimiento para adquirirlas (las obligaciones) supone la 
apropiación presupuestal previa para el efecto. Y, se insiste, las medidas que se adoptan en 
los procesos ejecutivos, tienen por fin evitar que los deudores se insolventen.” 2 (Resaltos y 
subrayas fuera del texto) 

 

En conclusión, de conformidad con las normas y jurisprudencia antes citadas, encuentra el Despacho 

que no es procedente el decreto de la medida cautelar de embargo de los dineros contenidos en la 

Cuenta Corriente del Municipio de Amalfi – Antioquia identificada con el Nº 07400899-6 del Banco 

Davivienda y en virtud de ello, la misma será rechazada, de conformidad con las consideraciones 

antes expuestas y en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 45 de la Ley 1551 de 2012. 

 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO ORAL DE MEDELLÍN,  

 

                                                
2 Corte Constitucional. Sentencia C-126 de 2013. Magistrado Ponente: Alexei Julio Estrada. 



RESUELVE 

 

1. RECHAZAR la solicitud de medida cautelar elevada por la parte demandante, de conformidad con 

la motivación precedente.  

 

2. En firme la presente providencia, continuar con el trámite ordinario del proceso. 

 

NOTIFÍQUESE  

 

 

BEATRIZ STELLA GAVIRIA CARDONA 

JUEZ  

P. 

 

 

 
 NOTIFICACIÓN POR ESTADO  

JUZGADO SÉPTIMO  ADMINISTRATIVO ORAL DE MEDELLÍN 
  

CERTIFICO: En la fecha se notificó por ESTADOS el auto anterior  

  
Medellín,  _________________. Fijado a las 8:00 a.m.  

  
___________________________  

Secretario (a)  

 
 

 
 

 
 
 

 


